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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

 

TESIS 
 
 

Registro digital: 2029868 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 10/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DECLINACIÓN DE COMPETENCIA DE UN ÓRGANO 
JURISDICCIONAL CUANDO EXISTE VIOLENCIA FAMILIAR. ES PROCEDENTE AUNQUE LA AUTORIDAD 
DECLARADA COMPETENTE NO SE HAYA PRONUNCIADO SOBRE ESE PRESUPUESTO PROCESAL. 
 
Hechos: Una mujer denunció penalmente a su expareja, padre de su hija, y promovió en su contra 
juicio del orden familiar. Al dar contestación, el demandado planteó excepción de incompetencia 
por declinatoria. El tribunal de alzada la declaró fundada y ordenó remitir los autos al juzgado 
competente ubicado en otra entidad federativa. Contra esa determinación, la mujer, por derecho 
propio y en representación de su hija menor de edad, promovió juicio de amparo indirecto en el 
que narró, bajo protesta de decir verdad, que sufrían violencia por parte del demandado, por lo que 
se vieron en la necesidad de cambiar de domicilio en diversas ocasiones. El Juzgado de Distrito 
desechó la demanda al considerar que el acto reclamado no era de imposible reparación y que, en 
todo caso, sería hasta que el órgano declarado competente aceptara la competencia declinada 
cuando la parte quejosa podría resentir alguna afectación; decisión que apoyó en la jurisprudencia 
P./J. 17/2015 (10a.). Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de queja, el cual fue atraído 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en 
casos de violencia familiar, de manera excepcional, es posible admitir la demanda de amparo 
indirecto presentada contra la declinación de competencia de un órgano jurisdiccional sin esperar a 
que la autoridad a favor de quien se declinó se pronuncie al respecto.  
 
Justificación: El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 
17/2015 (10a.) de rubro: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE EN CONTRA DE LOS ACTOS DE 
AUTORIDAD QUE DETERMINEN DECLINAR O INHIBIR LA COMPETENCIA O EL CONOCIMIENTO DE UN 
ASUNTO, SIEMPRE QUE SEAN DEFINITIVOS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN VIII, 
DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", estableció una regla general 
de procedencia del juicio de amparo indirecto cuando se reclamen actos de autoridad que 
determinen declinar o inhibir la competencia o conocimiento de un asunto. Precisó que la instancia 
constitucional sólo procede hasta que dicha resolución sea definitiva –cuando se acepta la 
competencia o el órgano requerido se inhibe del conocimiento– por ser hasta ese momento cuando 
se afecta personal, real y directamente a la parte interesada. 
Mediante el uso de las herramientas para juzgar con perspectivas de género e infancia es posible 
interpretar la regla de procedencia para remover, en casos de violencia, obstáculos que puedan 
existir a fin de que las mujeres y niñas gocen del derecho fundamental de acceso a la tutela 
jurisdiccional efectiva. 
Cuando se alegue que existe violencia familiar –cuyo análisis escapa a la materia del juicio de 
amparo, pero puede inferirse a partir de los hechos narrados en la demanda bajo protesta de decir 
verdad y reforzarse con las pruebas que se acompañen–, el contexto fáctico constituye un aspecto 
a considerar para determinar la existencia de elementos significativos que imponen al órgano 
jurisdiccional de amparo el deber de analizar si, en esos casos, la aplicación de las reglas procesales 
de competencia causan un impacto diferenciado en las quejosas. 
Así, al estar frente a un asunto en el que se alega que existe violencia familiar y ante la posibilidad 
de que la contienda se tramite en la entidad federativa en la que se ubica la persona respecto de la 
cual se afirma que ejerce violencia en contra de la parte quejosa, es patente que desde la emisión 
del acto reclamado se causa afectación; por lo que se debe dar trámite a la demanda de amparo en 
aras de salvaguardar el interés superior de la persona menor de edad, su integridad y la de su madre. 
 
PRIMERA SALA. 
Queja 8/2023. 24 de abril de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Loretta 
Ortiz Ahlf. Secretario: Carlos Adrián López Sánchez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 17/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, agosto de 2015, página 5, con 
número de registro digital: 2009721. 
 
Tesis de jurisprudencia 10/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintinueve de enero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro digital: 2029884 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 1a./J. 9/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA EXENCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY DE LA MATERIA SE ACTUALIZA SI LOS CRÉDITOS HIPOTECARIOS PARA LA ADQUISICIÓN, 
AMPLIACIÓN, CONSTRUCCIÓN O REPARACIÓN DE BIENES INMUEBLES DESTINADOS A CASA 
HABITACIÓN, SE OTORGAN A PERSONAS FÍSICAS. 
 
Hechos: Una institución financiera otorgó créditos hipotecarios a personas morales con el objeto de 
que éstas adquirieran, construyeran, ampliaran o repararan bienes inmuebles destinados a casa 
habitación, y consideró que las comisiones que se generaron por el otorgamiento de tales créditos 
estaban exentas conforme al artículo 15, fracción I, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado; sin 
embargo, se le determinó un crédito fiscal, pues la autoridad hacendaria estimó que tales 
comisiones no estaban exentas porque los créditos se otorgaron a personas morales y se debió 
realizar el pago del impuesto. A partir de lo anterior, previa impugnación de la resolución que recayó 
al recurso de revocación en el que se controvirtió la determinante del crédito fiscal, la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa emitió sentencia en la que, por una parte, declaró la 
nulidad de la resolución determinante del crédito fiscal, así como de la que resolvió el recurso de 
revocación y, por otra, reconoció la validez de esas resoluciones en su restante contenido. 
Inconforme, la institución financiera promovió juicio de amparo directo en el que reclamó que el 
citado precepto legal transgrede el principio de seguridad jurídica porque no precisa si la exención 
se actualiza únicamente respecto de créditos hipotecarios que se otorgan a personas físicas. El 
Tribunal Colegiado del conocimiento negó la protección constitucional; en desacuerdo, la parte 
quejosa interpuso recurso de revisión de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
 
Criterio jurídico: El artículo 15, fracción I, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado no transgrede el 
principio de seguridad jurídica debido a que, de su interpretación, se puede concluir que la exención 
contenida en el mismo tiene por objeto beneficiar a aquellas personas que, de manera directa, 
adquieren un crédito hipotecario para adquirir, ampliar, construir o reparar su propia casa 
habitación; exención que, relacionada con el derecho a la vivienda, sólo puede aplicar a personas 
físicas. 
 
Justificación: El artículo 15, fracción I, mencionado exenta del pago del impuesto a las comisiones y 
otras contraprestaciones que cubra el acreditado a su acreedor con motivo del otorgamiento de 
créditos hipotecarios para la adquisición, ampliación, construcción o reparación de bienes 
inmuebles destinados a casa habitación, salvo aquellas que se originen con posterioridad a la 
autorización del crédito o que se deban pagar a terceros por el acreditado. Ahora, de la 
interpretación literal, sistemática, teleológica e histórica de dicho precepto, se concluye que la 
exención se actualiza únicamente cuando el crédito hipotecario tiene como fin directo o inmediato 
la adquisición, ampliación, construcción o reparación de viviendas o casas habitación por personas 
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físicas. Lo anterior, pues la finalidad del beneficio fiscal es disminuir el costo financiero generado 
con motivo de la contratación de un crédito hipotecario, es decir, la exención no fue prevista para 
privilegiar a las personas que participan en una actividad económica inmobiliaria con fines de lucro, 
sino a quien se constituye como un consumidor final para este tipo de bienes, esto es, la persona 
que pacta un crédito hipotecario para comprar, adquirir o reparar su propia casa habitación, lo que 
contribuye a garantizar el derecho a una vivienda contenido en el artículo 4o., séptimo párrafo, de 
la Constitución Federal, el cual prevé que toda familia tendrá derecho a una vivienda digna y 
decorosa. Por tanto, la finalidad de la exención no es compatible con la naturaleza de una persona 
moral quien se constituye con un fin principalmente económico. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 3721/2024. 6 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien está con el sentido, apartándose de 
consideraciones y reservó su derecho para formular voto concurrente y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Johan Martín Escalante Escalante. 
 
Tesis de jurisprudencia 9/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintinueve de enero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029935 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 14/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PENSIONES. EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL QUE PREVÉ SU EMBARGO CUANDO 
EXISTAN OBLIGACIONES ALIMENTICIAS POR CUBRIR, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD 
JURÍDICA E IGUALDAD. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio ejecutivo mercantil y solicitó el embargo del treinta por ciento 
de los ingresos que recibía la demandada jubilada por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social, 
después de dejar exento el salario mínimo. El juez mercantil negó la petición, al considerar que las 
pensiones sólo pueden embargarse para el cumplimiento de obligaciones alimentarias. Dicha 
resolución fue confirmada en revocación, por lo que la actora promovió juicio de amparo indirecto 
en el que alegó la inconstitucionalidad del artículo referido, que establece que sólo en los casos de 
obligaciones alimenticias por cubrir pueden embargarse por la autoridad judicial las pensiones y 
subsidios hasta por el cincuenta por ciento de su monto. El Juez de Distrito concedió el amparo, al 
considerar que dicho precepto viola los principios de seguridad jurídica e igualdad por limitar los 
supuestos en que una pensión puede ser embargada y descartar a otro tipo de acreedores. La 
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Cámara de Diputados interpuso recurso de revisión para justificar que el artículo impugnado es 
acorde con el artículo 17, párrafo séptimo, constitucional, pues hace posible el cumplimiento de las 
resoluciones judiciales. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 10 de la Ley del Seguro Social no viola los principios de seguridad jurídica e igualdad. 
 
Justificación: Conforme a la doctrina jurisprudencial sobre el derecho a la seguridad social, las 
pensiones son una prestación de especial interés que representa una salvaguarda del mínimo vital 
de las personas trabajadoras. El sistema de pensiones debe analizarse bajo una perspectiva de 
persona mayor y a la par del derecho a la propiedad, aspectos que justifican otorgar a las pensiones 
una protección reforzada del Estado conforme a su propia naturaleza para que la persona 
pensionada y su familia puedan gozar de una vida digna. 
No es posible equiparar las pensiones con los salarios al analizar sus condiciones de embargo. Aun 
cuando se ha reconocido que las pensiones gozan de las mismas medidas de protección que el 
salario y que es viable efectuarles descuentos, de ello no se sigue que las leyes y criterios referentes 
al embargo del salario sean plenamente aplicables a las pensiones. Esta diferencia de trato, prevista 
en el artículo 123 constitucional, se justifica a partir del contraste entre las personas pensionadas, 
como grupo potencialmente vulnerable, y las personas trabajadoras en activo. Ante la diferencia de 
situaciones, el artículo 10 mencionado se apega al principio de igualdad y no discriminación al 
establecer un tratamiento distinto entre pensiones y salarios, respecto a los supuestos en que 
ambas figuras pueden ser embargadas. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 290/2023. 3 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Frida Rodríguez Cruz. 
 
Tesis de jurisprudencia 14/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de febrero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029933 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 12/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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PORTACIÓN DE ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA. EL 
ARTÍCULO 83, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, QUE 
PREVÉ UNA AGRAVANTE, NO VIOLA EL DERECHO DE REUNIÓN. 
 
Hechos: En amparo indirecto se reclamó el precepto citado, que prevé la agravante para el delito 
básico de portación de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, cuando se realiza 
por un grupo de tres o más personas, al estimar que viola el derecho de reunión. El Juez de Distrito 
negó el amparo, por lo que las quejosas interpusieron recurso de revisión y el Tribunal Colegiado de 
Circuito reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 83, párrafo último, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos no viola el derecho de 
reunión. 
 
Justificación: El derecho fundamental a la libertad de reunión consiste en que todo individuo pueda 
congregarse o agruparse con otras personas, en un ámbito privado o público, y con la finalidad lícita 
que se quiera, siempre que su ejercicio se lleve a cabo de manera pacífica. 
Del artículo 9o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que ese 
derecho podrá ser ejercido por los ciudadanos, de manera pacífica y para cualquier objeto lícito. 
Consecuentemente, quedan prohibidas las reuniones armadas y las que de una u otra manera 
quieran presionar con violencia a alguna autoridad para que resuelva o ejecute un acto a su favor. 
El último párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos agrava el delito 
básico de portación de armas de uso exclusivo de las fuerzas castrenses cuando se lleva a cabo por 
un grupo de tres o más personas, esto es, un grupo armado, por lo que el tipo penal agravado refleja 
una prohibición correlativa a la prevista en el precepto constitucional referido. De ahí que esa 
agravante es acorde con el artículo 9o. constitucional, pues el derecho fundamental mencionado no 
protege la reunión de personas armadas, sino que dicho precepto constitucional la prohíbe. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 251/2024. 3 de julio de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
en su ausencia hizo suyo el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Carlos Manuel Baráibar 
Tovar. 
 
Tesis de jurisprudencia 12/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de febrero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029934 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 11/2025 (11a.) 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PORTACIÓN DE ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA. EL 
ARTÍCULO 83, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, QUE 
PREVÉ UNA AGRAVANTE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. 
 
Hechos: En amparo indirecto se reclamó el precepto citado, que prevé la agravante para el delito 
básico de portación de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, cuando se realiza 
por un grupo de tres o más personas, al estimar que viola el principio de legalidad en su vertiente 
de taxatividad. El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que las quejosas interpusieron recurso de 
revisión y el Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 83, párrafo último, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos no viola el principio de 
legalidad en su vertiente de taxatividad. 
 
Justificación: El principio de taxatividad exige al legislador la emisión de normas claras y precisas 
respecto de la conducta reprochable y de la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito. 
El delito de portación de armas, cuyo uso es reservado para el Ejército, Armada y Fuerza Aérea, 
tutela el bien jurídico consistente en la paz y la seguridad pública, y se actualiza por el solo hecho 
de portar armas, al ser esto una condición suficiente para que la seguridad individual y pública 
resulten ofendidas, independientemente de que su portación también lesione o ponga en peligro 
los bienes jurídicos consistentes en la vida e integridad de las personas, cuya protección es acorde 
con la finalidad del artículo 10 de la Ley Fundamental. 
El legislador reguló la agravante establecida en el artículo 83, párrafo último, de la Ley Federal de 
Armas de Fuego y Explosivos porque consideró que el que sea un grupo integrado por tres o más 
personas que porten las armas que especifica la fracción III de ese precepto, representa una mayor 
lesión al bien jurídico tutelado por la norma. Esto es así, porque hay más personas que pueden 
disponer de cualquiera de las referidas armas y, además, están en aptitud de hacerlo 
conjuntamente, por lo que resulta evidente que la seguridad y la paz social se ven amenazadas en 
mayor grado. 
Por tanto, el legislador no se encontraba obligado a especificar que el grupo al cual se refiere el 
último párrafo del artículo 83 debe tener un propósito o fin específico, pues existen razones 
constitucionalmente válidas para que previera el aumento de la pena del delito básico, con 
independencia de los fines o el ánimo que tenga el grupo al portar dichas armas. 
La citada norma no es vaga o indeterminada al no precisar las características del grupo al que se 
refiere la agravante, y no exigir la comprobación de tales cuestiones, sino que se actualiza 
independientemente de ello. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 251/2024. 3 de julio de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
en su ausencia hizo suyo el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Carlos Manuel Baráibar 
Tovar. 
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Tesis de jurisprudencia 11/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de febrero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029940 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 2/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN AMPARO INDIRECTO. PARA SU CUMPLIMIENTO ES POSIBLE 
VINCULAR A UNA AUTORIDAD QUE NO FUE SEÑALADA COMO RESPONSABLE. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 
al pronunciarse sobre la posibilidad de vincular a autoridades diversas a las señaladas como 
responsables para el cumplimiento de la suspensión definitiva concedida en un juicio de amparo 
indirecto. Mientras que uno sustentó que es posible vincular al cumplimiento de la suspensión 
definitiva a una autoridad no señalada como responsable, en atención al contenido de los artículos 
147 y 158 de la Ley de Amparo; el otro decidió lo contrario, ya que en términos de lo dispuesto por 
los artículos 192 y 197 de la ley de la materia, la vinculación de autoridades diversas a las 
responsables sólo opera para el cumplimiento del fallo protector. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que es 
posible vincular a una autoridad no señalada como responsable para que cumpla con la resolución 
que concede la suspensión definitiva en un juicio de amparo indirecto, siempre y cuando sea la 
facultada para acatar la medida cautelar, en términos de los artículos 158 y 197 de la Ley de Amparo, 
este último aplicado por analogía. 
 
Justificación: Dentro de los mecanismos para garantizar el cumplimiento de las medidas cautelares, 
el artículo 158 de la Ley de Amparo faculta a los órganos jurisdiccionales de amparo a tomar las 
medidas necesarias para su cumplimiento. El mandato previsto en el artículo 17, párrafo séptimo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que: "Las leyes federales 
y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los 
tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones", debe entenderse en un sentido amplio que 
permita vincular a cualquier autoridad al cumplimiento de la suspensión, siempre que su actuación 
esté íntimamente relacionada con dicho cumplimiento. Esa facultad fue diseñada para asegurar que 
las resoluciones de suspensión sean efectivamente respetadas, las cuales, a su vez, tienen por objeto 
el conservar la materia del juicio y evitar que los particulares sufran afectaciones a su esfera jurídica 
mientras se resuelve el fondo del asunto. 
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En términos del artículo 197 de la Ley de Amparo –aplicado por analogía–, puede vincularse al 
cumplimiento de la suspensión a autoridades diversas a la responsable, ya que dicho precepto tiene 
un objetivo común con el diverso 158 que regula la facultad de la persona juzgadora de tomar las 
medidas necesarias para el cumplimiento de la suspensión –que no prevé de manera expresa la 
obligación de todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de 
la suspensión de realizar, dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para su eficaz 
cumplimiento–, consistente en asegurar la plena ejecución de las resoluciones jurisdiccionales, a 
saber, la sentencia concesoria de amparo y la resolución que concede la suspensión del acto 
reclamado, respectivamente. 
En ese sentido, en términos de la facultad que dota a los órganos jurisdiccionales para hacer cumplir 
sus determinaciones y tomar las medidas para su cumplimiento contenida en el artículo 158 de la 
Ley de Amparo, aplicando por analogía el diverso 197, es posible vincular a una autoridad no 
señalada como responsable para que cumpla con la resolución que concede la suspensión definitiva 
en un juicio de amparo indirecto, cuando sea la facultada para acatar la medida cautelar. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 203/2024. Suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito. 6 de noviembre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito (Región Centro-
Sur), al resolver el recurso de queja 281/2022, que dio origen a la tesis aislada I.7o.C.4 K (11a.), de 
rubro: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA SU CUMPLIMIENTO ES 
IMPROCEDENTE VINCULAR A UNA AUTORIDAD QUE NO TENGA LA CALIDAD DE RESPONSABLE CON 
FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 192 Y 197 DE LA LEY DE LA MATERIA.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 9 de junio de 2023 a las 10:15 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VII, junio de 2023, página 
6994, con número de registro digital: 2026674 y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el recurso de queja 9/2023, en el que determinó 
que la persona juzgadora de amparo, al resolver el incidente por defecto en el cumplimiento de la 
suspensión, puede vincular a una autoridad que no fue señalada como responsable en el juicio de 
amparo para que cumpla la resolución que otorga la suspensión definitiva cuando advierta que es a 
quien le corresponde acatar la medida cautelar. 
 
Tesis de jurisprudencia 2/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de quince de enero de dos mil veinticinco.  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro digital: 2029943 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a. I/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
VELO CORPORATIVO. POR REGLA GENERAL NO PUEDE ORDENARSE SU LEVANTAMIENTO COMO 
MEDIDA CAUTELAR EN UN PROCEDIMIENTO PREJUDICIAL. 
 
Hechos: Una institución financiera solicitó providencias precautorias prejudiciales contra una 
persona jurídica y una física. Durante el procedimiento, a petición de la promovente, la jueza natural 
ordenó levantar el velo corporativo de la presunta demandada e hizo extensivas las providencias 
precautorias a diversas sociedades mercantiles. Contra esa decisión, una de las personas jurídicas a 
la que se le hicieron extensivas las medidas cautelares promovió juicio de amparo indirecto. El Juez 
de Distrito, por una parte, sobreseyó en la contienda constitucional y, por otra, negó el amparo 
solicitado. Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión del que conoció la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en ejercicio de su facultad de atracción. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, por 
regla general, no puede ordenarse el levantamiento del velo corporativo en un procedimiento 
cautelar prejudicial, pues en éstos la determinación se emite sin audiencia de la contraparte; de ahí 
que, al tratarse de una medida excepcional, la autoridad jurisdiccional debe apoyarse en evidencia 
suficiente que acredite la necesidad de desconocer la personalidad jurídica de la sociedad mercantil. 
 
Justificación: Los artículos 1177 y 1178 del Código de Comercio disponen que las providencias 
cautelares podrán decretarse de manera prejudicial o durante la tramitación del juicio mercantil; en 
el primer caso se otorgan sin audiencia de la contraparte. 
El velo corporativo implica que la persona moral es titular de un patrimonio enteramente distinto 
al de las personas físicas o las jurídicas que como socios la integran, que se traduce a su vez en una 
garantía de seguridad jurídica para quienes la conforman. Su levantamiento es de aplicación 
restrictiva y subsidiaria, por lo que la decisión de ordenarlo debe apoyarse en datos objetivos y 
subjetivos suficientes que permitan tener por acreditado fehacientemente que se han realizado 
actos con la finalidad de eludir obligaciones contractuales o legales. 
Para decretarla en un procedimiento cautelar prejudicial será necesario contar con suficientes 
elementos de prueba que acrediten la necesidad de levantar el velo corporativo y deberá existir 
motivación reforzada que justifique aplicar esa medida excepcional aun sin haber otorgado al 
afectado la oportunidad de ser escuchado y de aportar medios de convicción. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 266/2023. 12 de septiembre de 2024. Mayoría de tres votos de los Ministros y 
la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: Ana Margarita Ríos Farjat, quien votó en contra de conceder el amparo al considerar 
acreditada la excepción para levantar el velo corporativo, aunque comparte el criterio general de 
esta tesis, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Carlos Adrián 
López Sánchez. 
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Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Registro digital: 2029944 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a. II/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
VELO CORPORATIVO. PROCEDE LEVANTARLO COMO MEDIDA EXCEPCIONAL CUANDO SE 
ACREDITE QUE SE UTILIZA CON EL PROPÓSITO DE DEFRAUDAR A TERCEROS. 
 
Hechos: Una institución financiera solicitó providencias precautorias prejudiciales contra una 
persona jurídica y una física. Durante el procedimiento, a petición de la promovente, la jueza natural 
ordenó levantar el velo corporativo de la presunta demandada e hizo extensivas las providencias 
precautorias a diversas sociedades mercantiles. Contra esa decisión, una de las personas jurídicas a 
la que se le hicieron extensivas las medidas cautelares promovió juicio de amparo indirecto. El Juez 
de Distrito, por una parte, sobreseyó en la contienda constitucional y, por otra, negó el amparo 
solicitado. Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión del que conoció la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en ejercicio de su facultad de atracción. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que procede 
levantar el velo corporativo de una sociedad mercantil cuando se utilice con el propósito de 
defraudar a terceros o a la ley; sin embargo, por tratarse de una medida restrictiva que pugna con 
la garantía de seguridad jurídica de la propia sociedad mercantil, sus socios y, en su caso, las otras 
empresas con las que conforme un grupo societario, el levantamiento del velo corporativo debe 
considerarse una medida excepcional, de uso restrictivo y aplicación subsidiaria, que debe ser 
aplicada con necesaria prudencia, suficiente justificación y evidencia fehaciente para desconocer los 
principios que inspiran la regulación de las sociedades mercantiles. 
 
Justificación: La idea del velo corporativo se edifica sobre la autonomía patrimonial como la 
consecuencia más importante de la personalidad moral, lo que se traduce en que una sociedad 
mercantil es titular de un patrimonio enteramente distinto al de las personas físicas o jurídicas que 
como socios la integran; sin embargo, no debe emplearse para realizar actos contrarios al orden 
jurídico o defraudar a terceros, pues la personalidad jurídica no debe ser un mecanismo para 
escudar a los socios o administradores e infringir la ley. 
Por tanto, cuando una sociedad mercantil lo utilice con el propósito de defraudar a terceros o a la 
ley, se actualiza un supuesto de abuso de la personalidad jurídica, que justifica levantar el velo 
corporativo, en el entendido que es una medida excepcional que debe quedar acreditada mediante 
pruebas. 
No debe apoyarse sólo en elementos objetivos (como la constitución de la sociedad, su 
conformación, su estructura y gobierno corporativo; la existencia de un adeudo o el incumplimiento 
de una obligación), sino también en elementos subjetivos tendentes a evidenciar que la sociedad 
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mercantil se creó con el propósito de defraudar a terceros o que en una relación jurídica específica 
se utiliza como fachada para incumplir el principio de buena fe, hacer uso abusivo de un derecho, 
simular algún acto o defraudar a terceros, entre otros. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 266/2023. 12 de septiembre de 2024. Mayoría de tres votos de los Ministros y 
la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidentes: Ana Margarita Ríos Farjat, quien votó en contra de conceder el amparo al considerar 
acreditada la excepción para levantar el velo corporativo, aunque comparte el criterio general de 
esta tesis, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Carlos Adrián 
López Sánchez. 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 

 
 

Registro digital: 2029970 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 4/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN ORDINARIA DERIVADA DE UN CONTRATO DE SEGURO. EL PLAZO 
PARA QUE OPERE NO SE INTERRUMPE CON LA SOLICITUD Y EMISIÓN DEL DICTAMEN PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 68 BIS DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS 
FINANCIEROS. 
 
Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al resolver 
si al finalizar el procedimiento conciliatorio ante Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros, la solicitud y emisión del dictamen a que se refiere el artículo 
68 Bis de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros interrumpen el plazo 
previsto para que opere la prescripción de la acción ordinaria derivada de un contrato de seguro. 
Uno concluyó que ese documento es idóneo para tal efecto, el otro precisó que no lo es porque a 
partir de ese momento quien reclama puede ejercer su derecho. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
solicitud y emisión del dictamen previsto en el artículo 68 Bis de la Ley de Protección y Defensa al 
Usuario de Servicios Financieros no interrumpen el plazo para que opere la prescripción de la acción 
ordinaria derivada de un contrato de seguro, por lo que reinicia al día siguiente de que Comisión 
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros hace constar que las 
partes no llegaron a un acuerdo en el procedimiento de conciliación ni aceptaron someterse a 
arbitraje. 
 
Justificación: De los artículos 60 a 68 Bis 1 de la ley citada y del proceso legislativo relativo se advierte 
la intención de proporcionar a las partes una alternativa de solución de conflictos ante la 
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mencionada comisión que sea de tramitación sencilla y que, en el supuesto de que no posibilite el 
acuerdo, no constituya un obstáculo que impida a la parte reclamante intentar satisfacer su 
pretensión en sede judicial. De ahí que el plazo para que prescriba la acción ordinaria derivada de 
un contrato de seguro empieza a correr al día siguiente de aquel en que se hizo constar que en el 
procedimiento de conciliación correspondiente la parte reclamante y la institución respectiva no 
llegaron a un acuerdo ni aceptaron someterse a arbitraje. El dictamen referido no es un presupuesto 
para el ejercicio de la acción ordinaria, como lo sería para la acción ejecutiva, por lo que no hay 
razón que justifique que su solicitud y emisión interrumpan la prescripción una vez concluido el 
procedimiento de conciliación.  
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de criterios 52/2023. Suscitada entre el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 27 de noviembre de 2024. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Loretta Ortiz 
Ahlf. Secretario: Carlos Adrián López Sánchez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo 
directo 10/2022, del que derivó la tesis aislada III.4o.C.1 C (11a.), de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO DE CONTRATO DE SEGURO. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE 
SE INTERRUMPE CON LA SOLICITUD Y ELABORACIÓN DEL DICTAMEN TÉCNICO DE LA COMISIÓN 
NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS 
(CONDUSEF).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de marzo de 2023 
a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 23, 
Tomo IV, marzo de 2023, página 3944, número de registro digital: 2026220. 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
4/2022, que dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.C. J/18 C (11a.), de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE 
LA ACCIÓN EN MATERIA DE SEGUROS. EL PLAZO SE INTERRUMPE CON MOTIVO DE LA 
RECLAMACIÓN PRESENTADA ANTE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE 
LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF), Y SE REINICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE 
A LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN DONDE SE DEJAN A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES POR 
NO HABER LLEGADO A ALGÚN CONVENIO NI ACEPTADO SOMETERSE AL ARBITRAJE.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de octubre de 2022 a las 10:17 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 18, Tomo III, octubre de 
2022, página 3096, número de registro digital: 2025336. 
 
Tesis de jurisprudencia 4/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de quince de enero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro digital: 2030000 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 16/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR PERSONAS EXTRANJERAS QUE NO RADIQUEN EN EL PAÍS. 
CUANDO LA DEMANDA CAREZCA DE FIRMA AUTÓGRAFA O ELECTRÓNICA, EL JUZGADO DE 
DISTRITO DEBE REQUERIR A LA QUEJOSA. 
 
Hechos: Una persona extranjera que no reside en México, actuando por derecho propio y en 
representación de su hija menor de edad, promovió juicio de amparo indirecto por escrito enviado 
electrónicamente a través del Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación, con 
la finalidad de obtener acceso electrónico a la carpeta de investigación relacionada con el homicidio 
de su pareja sentimental, ocurrido en territorio nacional. La solicitante destacó su imposibilidad de 
viajar a México, así como para acceder a diversas herramientas electrónicas necesarias para este 
proceso. 
El Juzgado de Distrito desechó la demanda por la falta de Firma Electrónica Certificada del Poder 
Judicial de la Federación (FIREL), lo que consideró una irregularidad no subsanable. El autorizado de 
la parte quejosa interpuso recurso de queja, que fue atraído por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, cuando 
la demanda de amparo no cuente con firma autógrafa o electrónica y sea presentada por una 
persona extranjera que no reside en el país, en atención a su situación de vulnerabilidad, las 
personas juzgadoras de amparo deberán requerirla para que manifieste si es su deseo ratificar la 
demanda antes de desecharla. 
 
Justificación: Las causas de improcedencia del juicio de amparo deben ser entendidas no sólo en un 
sentido estricto, evitando interpretaciones extensivas, sino que, además, de acuerdo con los 
principios pro persona y pro actione, su significado debe ser desentrañado de la manera más 
favorable para el justiciable y de la forma menos restrictiva posible en relación con el derecho 
humano a una tutela jurisdiccional efectiva. 
Por tanto, la persona juzgadora de amparo debe interpretar los artículos 113 y 114 de la Ley de 
Amparo modulando la regulación sobre el desechamiento de plano y la prevención de la demanda 
de amparo, con el objetivo de facilitar la ratificación de la demanda y no limitar la prosecución del 
juicio de amparo en situaciones de desigualdad que afecten a personas extranjeras que no residan 
en el país. 
El Juzgado de Distrito deberá implementar un mecanismo de apoyo externo en colaboración con la 
Secretaría de Relaciones Exteriores para lograr: I) establecer comunicación con la parte accionante, 
utilizando los datos de contacto proporcionados en la demanda de amparo; y II) ofrecer asistencia 
técnica para facilitar la ratificación de la demanda. 
Ello con el propósito de privilegiar el derecho humano de acceso a la justicia reconocido por el 
artículo 17 constitucional, en condiciones de igualdad, considerando que las personas juzgadoras 
de amparo, al respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de quienes buscan protección 
ante actos de autoridades considerados inconstitucionales, pueden adoptar medidas que 
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promuevan la igualdad de facto para grupos sociales que han sufrido discriminación estructural y 
sistemática. Esto es, el Juzgado de Distrito debe modular la forma en que la Ley de Amparo regula 
el desechamiento de plano y la prevención de la demanda de amparo, con el objetivo de optimizar 
el acceso a la justicia para todas las personas, teniendo en cuenta sus diferencias identitarias y 
contextuales. 
 
PRIMERA SALA. 
Queja 1/2023. 9 de agosto de 2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra y de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien está con el sentido pero se separa de algunas consideraciones y 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 
Tesis de jurisprudencia 16/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030004 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 19/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DELITO DE PECULADO. EL ARTÍCULO 223, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, EN LA 
PORCIÓN "APLICACIÓN DISTINTA", NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. 
 
Hechos: El tesorero municipal de un Ayuntamiento, quien estaba obligado a custodiar y administrar 
recursos federales para ser ejercidos respecto de diversas obras públicas, les dio una aplicación 
distinta. Por esos hechos fue condenado por el delito de peculado previsto en el precepto 
mencionado. En amparo directo planteó su inconstitucionalidad por considerar que la porción 
"aplicación distinta" viola el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad. El Tribunal 
Colegiado de Circuito negó el amparo, por lo que interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 223, fracción IV, del Código Penal Federal, en la porción "aplicación distinta", es compatible 
con el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, previsto en el artículo 14, párrafo 
tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Justificación: Con el adjetivo "distinta" contenido en el precepto impugnado, se buscó englobar 
conceptualmente cualquier conducta vinculada con la utilización de recursos públicos federales que 
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no sea la aplicación específica a que se hubieren destinado por virtud de diverso acto de autoridad 
(proyecto o programa social y presupuestario) tendente a la garantía de los derechos 
constitucionales. 
El legislador no estaba obligado a conocer el fin para el cual son destinados los recursos federales, 
es decir, a suponer anticipadamente los proyectos o programas sociales y presupuestarios que el 
Estado puede implementar a fin de garantizar los derechos consagrados en la Constitución. 
Así, con independencia de las conductas de aplicación que puedan identificarse para acreditar una 
utilización diversa de los referidos recursos y, de ese modo, tener por actualizados los elementos 
del tipo penal de peculado, lo que se reprocha es que esos recursos, a pesar de haber sido 
consignados formal y expresamente por una autoridad para el cumplimiento de un propósito 
concreto, hayan sido utilizados para cubrir cualquier otro. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 3050/2024. 6 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero por 
consideraciones distintas. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Tesis de jurisprudencia 19/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030005 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 22/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DELITO DE VIOLACIÓN CONTRA PERSONA MENOR DE QUINCE AÑOS O MAYOR DE SESENTA. EL 
ARTÍCULO 274, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE MÉXICO QUE LO PREVÉ, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. 
 
Hechos: Una persona fue condenada por la comisión del delito de violación con modificativas 
(agravante de cometerse por el padrastro contra su hijastra menor de quince años), previsto en los 
artículos 273 y 274, fracciones II y V, del Código Penal del Estado de México. En apelación se 
confirmó esa sentencia. En amparo directo se reclamó la inconstitucionalidad del artículo 274, 
fracción V, referido al considerar que viola el principio non bis in idem, contenido en el artículo 23 
de la Constitución General. El Tribunal Colegiado negó el amparo, contra lo que se interpuso recurso 
de revisión. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 274, fracción V, del Código Penal del Estado de México, que establece un delito de violación 
con complementación típica y punibilidad autónoma para los casos en que la víctima sea menor de 
quince años o mayor de sesenta, no viola el principio de prohibición de doble punición o non bis in 
idem. 
 
Justificación: El referido artículo 273 prevé y sanciona el delito básico de violación. Cuando la víctima 
sea menor de quince años o mayor de sesenta, la penalidad se incrementa y se establece en un 
rango de quince a treinta años de prisión y multa de trescientos a dos mil quinientos días multa, 
conforme a la fracción V del artículo 274 citado. 
Esta modificación no se considera una agravante, sino que se clasifica como un delito con 
complementación típica y con punibilidad autónoma, con el fin de salvaguardar a los sectores más 
vulnerables de la sociedad. 
La severidad de la pena puede aumentar legítimamente si se presentan circunstancias adicionales; 
sin embargo, no se establece una doble penalidad por una misma conducta, ya que el tipo penal 
básico es sustituido por el tipo con complementación típica, cumpliendo así con el principio de 
prohibición de la doble punición, de acuerdo con los artículos 23 constitucional y 8, numeral 4, de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 5798/2024. 27 de noviembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 
Tesis de jurisprudencia 22/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco.  
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030019 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 21/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. ES CONSTITUCIONAL QUE EL ARTÍCULO 195, FRACCIÓN 
XIII, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PREVEA COMO CONDICIÓN PARA 
ACCEDER A ESE MECANISMO QUE EL IMPUTADO CUMPLA CON LOS DEBERES DE DEUDOR 
ALIMENTARIO. 
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Hechos: Una persona vinculada a proceso por el delito de incumplimiento de obligaciones de 
asistencia familiar solicitó la suspensión condicional del proceso. El Juez de Control autorizó esa 
forma de solución alterna y le impuso, entre otras, la condición de cumplir con los deberes de 
deudor alimentario, lo que se confirmó en la apelación. En amparo indirecto reclamó la 
inconstitucionalidad del artículo referido, al considerar que viola los derechos de legalidad, a la 
seguridad jurídica, a la dignidad personal y de acceso pleno a la justicia, pues señala que esa 
condicionante equivale a la imposición de una pena. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 195, fracción XIII, del Código Nacional de Procedimientos Penales, al establecer como 
condición para acceder a la suspensión condicional del proceso la obligación de cumplir con los 
deberes de deudor alimentario, no viola los derechos fundamentales reconocidos en los artículos 
1o., 14 y 17 de la Constitución Federal. 
 
Justificación: La obligación de cumplir con los deberes de deudor alimentario para acceder a la 
suspensión condicional del proceso, de acuerdo con el artículo referido, no debe considerarse como 
una pena, sino como una condición necesaria para evitar un proceso penal. 
Este mecanismo de solución alterna del procedimiento tiene como finalidad restaurar la situación 
que existía antes de la comisión del delito, permitiendo al imputado reparar el daño causado sin que 
se le declare culpable. Esta condición es de naturaleza temporal y no implica una sanción retributiva, 
ya que no deriva de una sentencia condenatoria. 
Además, se subraya la importancia de la intervención del Ministerio Público, cuya función es 
esencial para salvaguardar los derechos de las víctimas, especialmente en casos que involucran a 
niños, niñas y adolescentes. Asimismo, la norma impugnada no otorga al Juez de Control 
atribuciones propias de un Juez de lo familiar en un procedimiento civil, sino que establece un 
compromiso de pago periódico de lo ya adeudado por parte del imputado mientras dura la 
suspensión condicional del proceso. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 797/2023. 30 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y 
las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 
Tesis de jurisprudencia 21/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecinueve de febrero de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de marzo de 
2025, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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